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Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, y las 
Juezas Vicenty Nazario y Grana Martínez. 

 
Grana Martínez, Jueza Ponente 

 
 

RESOLUCIÓN 

 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016. 

Las peticionarias, Autoridad de Acueductos y Alcantarillados 

(AAA) y Triple S Propiedad Inc. (Triple S), solicitan revisión de una 

resolución en la que el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala de 

Arecibo, dio por culminado el descubrimiento de prueba. La 

resolución recurrida fue dictada el 20 de octubre de 2015 y notificada 

el 23 de octubre de 2015. 

 El 29 de diciembre de 2015, el Municipio de Arecibo y MAPFRE, 

se unieron al reclamo de la parte peticionaria para que se revocara la 

resolución recurrida y se ordenara continuar el descubrimiento de 

prueba. 

I 

Los hechos que anteceden a la presentación de este recurso son 

los siguientes. 

El 20 de diciembre de 2012, la señora Leida Serrano presentó 

una demanda por daños y perjuicios contra el Estado Libre Asociado 

de PR, el Departamento de Transportación y Obras Públicas, el 
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Municipio de Arecibo, MAPFRE, PRAICO Insurance Company, la 

Compañía Aseguradora A, B y C y X. 

 El Municipio y las aseguradoras presentaron Demanda contra 

tercero para traer al pleito a la Autoridad de Acueductos y 

Alcantarillados, por entender que es la responsable de los daños 

alegados por la demandante. 

El 12 de marzo de 2015, el TPI concedió a la parte demandante 

y la codemandada hasta el 13 de abril de 2015 para poner a la AAA en 

posición de evaluar el descubrimiento de prueba realizado hasta ese 

momento. Una vez la AAA recibiera el descubrimiento de prueba 

tendría hasta el 13 de mayo de 2015 para cursar interrogatorios y 

producción de documentos a las partes demandantes y demandadas. 

La vista de seguimiento fue pautada para el 1 de julio de 2015. 

Durante la vista del 1 de julio de 2015, el TPI: 

1. Concedió 30 días a la abogada de los demandados la 
Lcda. Saxton para contestar los interrogatorios y otros 

30 para informar si le restaba algún descubrimiento 
de prueba y si contrataría un perito. 
 

2. Concedió a la demandante hasta el 20 de julio de 2015 
para cursar el interrogatorio a la AAA y 30 días a esta 

última para contestarlo o de lo contrario se entendería 
renunciado. 

 

3. Concedió a la demandada 45 días para notificar su 
perito y rendir su informe en o antes del 17 de agosto 

de 2015. 
 

4. Advirtió a los letrados sobre su reiterado 

incumplimiento crónico de las órdenes y de que esta 
era la última orden y sus términos eran perentorios. 

 

5. Informó a los letrados que se reunirían el 25 de 
septiembre de 2015 a las 10:00 de la mañana en las 

oficinas de MAPFRE. 
 

6. Ordenó que las deposiciones a los peritos fueran 

tomadas en o antes del 23 de octubre de 2015. 
 

La vista transaccional fue pautada para el 20 de octubre de 

2015. Los Lcdos. Saxton y Mojica Cotto no comparecieron y se les 

ordenó a exponer las razones por las cuales no deben ser encontrados 
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incurso en desacato. El TPI además dio por terminado el 

descubrimiento de prueba. 

 La AAA alegó desconocer que la conferencia transaccional había 

sido pautada para el 20 de octubre de 2015 y que su incomparecencia 

fue causada por un error inadvertido. La peticionaria planteó que 

necesitaba completar el descubrimiento de prueba para prepararse 

adecuadamente e incluso auscultar una posible transacción. Como 

consecuencia, solicitó que el descubrimiento de prueba fuera 

extendido hasta el 15 de enero de 2016. 

 El 29 de octubre de 2015, el TPI reiteró que el descubrimiento 

de prueba había finalizado. El foro recurrido recordó a las partes que 

estableció un término perentorio, debido al patrón crónico de 

incumplimiento a sus órdenes y aun así habían incumplido. 

 La peticionaria acudió ante nos en este recurso en el que alega 

que: 

Erró el TPI y abusó de su discreción al dar por culminado 

el descubrimiento de prueba interesado por los 
peticionarios. 

 
II 
 

A 
 

El certiorari es el vehículo procesal extraordinario utilizado para 

que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error de 

derecho cometido por un tribunal inferior. Por ordinariamente 

tratarse de asuntos interlocutorios, el tribunal de mayor jerarquía 

tiene la facultad de expedir el auto de manera discrecional. IG 

Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337 (2012); Negrón v. Secretario de 

Justicia, 154 DPR 79, 90-91 (2001). 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., R. 52, 

establece que el recurso de certiorari para resolver resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando se recurre de: (1) 

una resolución u orden bajo las Reglas 56 (Remedios Provisionales) y 
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57 (Injunction) de Procedimiento Civil; (2) la denegatoria de una 

moción de carácter dispositivo; y, (3) por excepción de: (a) decisiones 

sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales; (b) 

asuntos relativos a privilegios evidenciarios; (c) anotaciones de 

rebeldía; (d) casos de relaciones de familia; (e) casos que revistan 

interés público; y (f) cualquier otra situación en la que esperar a la 

apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia. 

Como foro apelativo nos corresponde evaluar la corrección y 

razonabilidad de la decisión recurrida y la etapa del procedimiento en 

que se produce, para determinar si es el momento apropiado para 

nuestra intervención. Este análisis también requiere determinar, si 

por el contrario, nuestra intervención ocasionaría un fraccionamiento 

indebido o la dilación injustificada del litigio. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). 

Al analizar la procedencia de un recurso de certiorari, debemos 

tener presente su carácter discrecional. La discreción se define como 

el poder para decidir en una u otra forma y para escoger entre uno o 

varios cursos de acción. Significa que el discernimiento judicial deber 

ser ejercido razonablemente para poder llegar a una conclusión 

justiciera. Además, el término discreción ha sido definido como 

sensatez para tomar juicio y tacto para hablar u obrar. La discreción 

que tiene el foro apelativo para atender un certiorari, tampoco es 

absoluta. No significa actuar de una forma u otra haciendo 

abstracción al resto del derecho, porque entonces sería un abuso de 

discreción. El adecuado ejercicio de la discreción judicial está 

inexorable e indefectiblemente atado al concepto de la razonabilidad. 

García Morales v. Padró Hernández, 165 DPR 324, 334-335 (2004); 

Banco Popular de Puerto Rico v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 651, 658 

(1997); Negrón v. Secretario de Justicia, supra, pág. 91. 

En la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones se 

establecen los criterios que este foro habrá de considerar para ejercer 
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sabia y prudentemente, su discreción para atender o no en los 

méritos un recurso de certiorari. Estos son los siguientes: 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 
a diferencia de sus fundamentos son contrarios a 
derecho 
 

B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para analizar el problema 
 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad, o error craso y 
manifiesto de la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia 
 

D. Si el asunto planteado exige consideración, más 
detenida a la luz de los autos originales, por los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados 
 

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 
 

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio 
 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 
 

La norma vigente es que un tribunal apelativo solo intervendrá 

con las determinaciones interlocutorias discrecionales procesales del 

Tribunal de Primera Instancia, cuando éste haya incurrido en 

arbitrariedad o en un craso abuso de discreción o en una 

interpretación o aplicación errónea de la ley. Pueblo v. Rivera 

Santiago, 176 DPR 559, 581 (2009). 

La acción de un tribunal de apelaciones denegatoria de un auto 

de certiorari, no prejuzga los méritos del asunto o la cuestión 

planteada, ya que puede ser reproducido nuevamente mediante el 

correspondiente recurso de apelación. En consecuencia la parte 

afectada por la decisión que finalmente tome el Tribunal de Primera 

Instancia no queda privada de la oportunidad de hacer ante el foro 

apelativo los planteamientos que entienda procedentes una vez se 

resuelva el caso. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, pág.98. 

B 
 

El descubrimiento de prueba permite a las partes descubrir, 

obtener o perpetuar la prueba necesaria para sustentar sus 
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alegaciones en el acto del juicio. Además, está basado en el principio 

básico de que antes del juicio, las partes tienen derecho a descubrir 

toda información relacionada con su caso, independientemente quien 

la posea. Las normas que regulan el procedimiento de descubrimiento 

de prueba persiguen los siguientes propósitos: 1) precisar los asuntos 

en controversia, 2) obtener evidencia para ser utilizada en el juicio, 

evitando una sorpresa en esta etapa de los procedimientos, 3) facilitar 

la búsqueda de la verdad y 4) perpetuar evidencia. Su finalidad es 

permitir que las partes puedan prepararse para el juicio, de forma tal 

que tengan la oportunidad de obtener la evidencia necesaria para 

evaluar y resolver las controversias del caso. Rivera y otros v. Bco. 

Popular, 152 DPR 140, 151-152 (2000). 

El alcance del descubrimiento de prueba debe ser amplio y 

liberal. Esta política tiene el efecto de facilitar la tramitación de los 

pleitos y evitar los inconvenientes, sorpresas e injusticias que surgen, 

cuando las partes ignoran hasta el día de la vista las cuestiones y los 

hechos que en realidad son objeto del litigio. Además, permite a las 

partes precisar con exactitud los hechos en controversia, ya que en 

nuestro ordenamiento procesal el propósito de la demanda es notificar 

a grandes rasgos cuáles son las reclamaciones y defensas de las 

partes. Únicamente está limitado a que la información objeto del 

descubrimiento, no sea privilegiada y que la misma sea pertinente a la 

controversia. Véase, Regla 23.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 23.1; Rivera y otros v. Bco. Popular, supra, a las págs. 152-153; 

Alver Maldonado v. Ernst & Young, LLP, 2014 TSPR 127, 191 DPR ___ 

(2014). 

Los tribunales de instancia tienen amplia discreción para 

regular el ámbito del descubrimiento de prueba, ya que están 

obligados a garantizar una solución justa, rápida y económica del 

caso, sin ventaja para ninguna de las partes. Al establecer el término 

para realizar el descubrimiento de prueba, los tribunales deben hacer 
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un balance entre dos intereses de gran importancia, de una parte 

garantizar la pronta solución de las controversias y de otra velar que 

las partes tengan la oportunidad de realizar un amplio 

descubrimiento, para que en la vista en su fondo no surjan sorpresas. 

El fin del descubrimiento de prueba es que las partes obtengan la 

información necesaria para la preparación del juicio, con el objetivo de 

que puedan precisar los asuntos en controversia y descubrir la verdad 

de lo ocurrido. Para dar cumplimiento a ese objetivo, los tribunales 

deben conceder un tiempo razonable para que ambas partes puedan 

completar su descubrimiento, evaluar la información obtenida y así 

estar en mejor posición de presentar su caso. Rivera y otros v. Bco. 

Popular, supra, a las págs. 154-155 (2000). 

Las Reglas de Procedimiento Civil de 1979 establecían un 

término de 60 días para culminar el descubrimiento de prueba. Este 

término comenzaba a contarse a partir de la contestación a la 

demanda, reconvención, demanda contra tercero o demanda contra 

coparte. Únicamente podía ser prorrogado, si la prórroga era 

solicitada dentro de ese mismo término y se demostraba una 

justificación adecuada. No obstante, las Reglas del 2009 eliminaron el 

término de sesenta días para finalizar el descubrimiento de prueba. El 

Comité Asesor Permanente de Reglas de Procedimiento Civil expresó 

que dicho término no correspondía a la realidad procesal actual. 

Sostuvo que el mismo variaría dependiendo de la complejidad del 

caso, conforme a las nuevas disposiciones establecidas en la Regla 37 

sobre el Manejo del Caso. Según consta en su informe: “[e]l tribunal, a 

raíz de su intervención temprana en el pleito y a través de la orden 

para la calendarización del caso, tendrá un mayor control de esta 

etapa y establecerá el tiempo límite que tendrán las partes para 

finalizar el descubrimiento de prueba”. De este modo no se establece 

un término final específico para concluir el descubrimiento de prueba 

sino que dicho período dependerá de las características particulares 
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del caso. J Echevarría Vargas, Procedimiento Civil Puertorriqueño, 1ra. 

Ed., Colombia, 2012, pág. 170. 

III 

Luego de revisar el derecho citado y los parámetros que nos da 

la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, no hemos 

encontrado razón alguna en este expediente para creer que el TPI 

abusó de su discreción. Como tampoco existe justificación alguna 

para no honrar la deferencia que merece su decisión de dar por 

culminado el descubrimiento de prueba el 20 de octubre de 2015. 

Nuestra intervención en este momento ocasionaría una 

fragmentación de los procedimientos y una dilación innecesaria en un 

caso que comenzó el 20 de diciembre de 2012 y en el que la 

peticionaria fue traída como tercera demandada en septiembre de 

2014. 

A nuestro juicio, no es correcto que intervengamos en esta etapa 

de los procedimientos, en un pleito que lleva litigándose más de tres 

años y en el que el TPI es el foro que mejor conoce sus interioridades. 

Sin lugar a dudas, es el tribunal que está en mejor posición para 

determinar cuál es el curso más apropiado a seguir hasta su 

disposición final. 

En ausencia de una demostración clara de que el TPI hubiera 

actuado arbitraria, caprichosamente, abusado de su discreción o 

equivocado en la interpretación o aplicación de cualquier norma de 

derecho, no debemos intervenir con el dictamen recurrido. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega la expedición 

del auto de certiorari. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 El Juez González Vargas expediría y revocaría, por entender que 

en el caso ocurrieron eventos fuera del control de la Autoridad de 
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Acueductos que justificaba su pedido. Eventos procesales, como la 

renuncia del abogado de otra parte, vacaciones por maternidad de 

una abogada, unido a la llegada al pleito de la Autoridad más tarde en 

el proceso por vía de demanda contra tercero, alteró el curso normal 

del caso, lo que debió tomarse seriamente en cuenta por el TPI al 

pasar juicio sobre la solicitud de la Autoridad. 

 
 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


